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Expediente: 0391/2020-1ro.
Juzgado Primero Administrativo Municipal 


León, Guanajuato, a 28 veintiocho de enero del año 2021 dos mil veintiuno. 

V I S T O para resolver el expediente número 0391/2020-1ro., que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra de la  TESORERÍA MUNICIPAL, DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DIRECCIÓN DE CATASTRO, DIRECCIÓN DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS, DE LOS PERITOS VALUADORES, (…), Y DE LOS MINISTROS EJECUTORES, (…);  autoridades todas ellas del Municipio de León, Guanajuato; por ser este el momento procesal oportuno se resuelve;  . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El día 06 seis de marzo del año 2020 dos mil veinte, la parte actora presentó la demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Admisión de la demanda y pruebas.

SEGUNDO.- Por auto de fecha 13 trece de marzo del año 2020 dos mil veinte, a la parte actora se le admitió a trámite la  demanda y la prueba documental ofrecida en los incisos a), b) y c), del capítulo de pruebas de la misma, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal; la presunción legal y humana en lo que le beneficie; respecto a la documental consistente en los estados de cuentas predial 01I000322008 y 01AB38042003, se le requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles los exhibiera en original o copia certificada, apercibiéndole que en caso de incumplimiento, se le tendría por no admitida; además se admitió la prueba de informe a cargo de las autoridades demandadas. . 
Se rinde prueba de informe.

TERCERO.-  El 25 veinticinco de marzo del año 2020 dos mil veinte, las autoridades demandadas presentaron 03 tres promociones; y, por auto de fecha 27 veintisiete del mismo mes y año, se tuvo a la Directora de Impuestos Inmobiliarios, Directora General de Ingresos y Directora de Catastro, por rindiendo la prueba de informe que le fuera admitida a la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Contestación de la demanda y admisión de pruebas.

CUARTO.- El día 18 dieciocho de junio del año 2020 dos mil veinte,  el Tesorero Municipal, Directora General de Ingresos, Directora de Impuestos Inmobiliarios y Directora de Catastro, presentaron por separado escritos de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día  10 diez de julio de ese mismo año, se les tuvo contestando la demanda; al Tesorero Municipal se le admitió la documental admitidas a la parte actora y la anunciada en el punto 02 dos incisos a) y b) de su contestación, la que por su especial  naturaleza se desahogó en ese momento procesal y, a la Directora de Catastro se le admitió la documental anunciada en el punto 02 dos incisos a) al g) de su contestación, la que por su propia naturaleza se tuvo por desahogada en ese momento procesal, la presunción legal y humana en lo que le beneficie; y no se le admitió la instrumental de actuaciones;  a la Directora General de Ingresos, se le admitió la documental anunciada en el punto 01 uno de su escrito de contestación, la que por su naturaleza se tuvo por desahogada en ese momento procesal; y a la Directora de Impuestos Inmobiliarios no se le admitió las pruebas ofrecidas por las codemandadas;  asimismo, se le tuvo a la Directora de Impuestos Inmobiliarios, Directora de Catastro y Directora General de Ingresos por objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio la documental señalada en sus contestaciones; además, se concedió a la parte actora el término de 07 siete días para ampliar su escrito de demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Objeción de pruebas

QUINTO.- Mediante escrito con sello de recepción en la oficialía de partes común de fecha 23 veintitrés de julio del año 2020 dos mil veinte, la parte actora objeto la prueba  ofrecida por la Directora General de Ingresos, y por acuerdo de fecha  27 veintisiete siguiente se le tuvo por hecha la objeción. . . . . . . . . . . . . . . . 
Se amplia demanda. 

SEXTO.-  El 30 treinta de julio del año 2020 dos mil veinte, la parte actora presentó promoción; y, por auto de fecha 05 cinco de agosto del mismo año, se tuvo a la parte actora por ampliando su escrito de demanda, y se le admitió la prueba documental ofrecida por la Directora General de Ingresos así como la anunciada en su escrito de ampliación, la que por su propia naturaleza se desahogó en ese momento proceda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contestación a la ampliación de demanda. 

SÉPTIMO.- El día 19 diecinueve de agosto del año 2020 dos mil veinte,  la Directora de Impuestos, Directora de Catastro y Directora General de Ingresos, presentaron promoción; y, por auto de fecha 27 veintisiete siguiente,  se les tuvo por contestando la ampliación de demanda, y se le admitieron las pruebas anunciadas en sus escritos de contestación; además se señaló fecha y hora para que tuviera verificativo el desahogo de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . 

En tanto, el día 18 dieciocho y 21 veintiuno de septiembre del año 2020 dos mil veinte,  los Ministros Ejecutores y Peritos Valuadores demandados, presentaron promociones; y, por auto de fecha 24 veinticuatro siguiente, se tuvo a los Ministros Ejecutores, (…), por contestando la ampliación de demanda, y se les admitió la prueba documental  descritas en el apartado de pruebas de su contestación, y la presunción legal y humana en lo que les beneficie; asimismo, previo acordar sobre la promoción del Ministro Ejecutor (…), así como de los Peritos valuadores (…), se les requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles exhibieran en original o copia certificada el documento con el que acreditaran su personalidad, apercibiéndoles que en caso de incumplimiento se les tendría por no contestada la ampliación; además, se tuvo por no contestada la ampliación de demanda al Perito (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Se cumple requerimiento.

OCTAVO.-  El día  06 seis de octubre del año 2020 dos mil veinte, la autoridad demandada presentó promoción de cumplimiento; y, por auto de fecha 15 quince siguiente, se tuvo a los Peritos Valuadores (…), y al Ministro Ejecutor (…), por contestando la ampliación de demanda, y se les admitieron la prueba presunción legal y humana en lo que les beneficien; además, se señaló fecha y hora para que tuviera verificativo el desahogo de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Celebración de la audiencia alegatos.

NOVENO.-  El día 02 dos de diciembre del año 2020 dos mil veinte, a las 12:30 doce horas con treinta minutos, fue celebrada la audiencia de  alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . .  
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos imputados a la Tesorería Municipal, a la Dirección General de Ingresos,  a la Dirección de Impuestos Inmobiliarios, a la Dirección de Impuestos Inmobiliarios,  a  05 cinco Ministros Ejecutores y, a 03 tres peritos Valuadores; autoridades todas ellas del Municipio  de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Personalidad jurídica del representante de la parte actora.

SEGUNDO.-  Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un 

presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica que ostenta la ciudadana (…), como Apoderada Legal de la personas moral (…), personalidad jurídica que acredita con la copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Actos impugnados.
TERCERO.- Del análisis del escrito de demanda y su ampliación, la parte actora impugna: a).-  El procedimiento de valuación que modificó el valor fiscal del  inmueble  registrado bajo la cuenta predial 01I000322007; b).-  El procedimiento de valuación que modificó el valor fiscal del  inmueble registrado bajo la cuenta predial 01I000322008; c).- El procedimiento de valuación que modificó el valor fiscal del  inmueble  registrado bajo la cuenta predial 01AB38040001; d).- El procedimiento de valuación que modificó el valor fiscal del  inmueble  registrado bajo la cuenta predial 01AA22235001; y, e).- El procedimiento de valuación que modificó el valor fiscal del  inmueble  registrado bajo la cuenta predial 01AB38042003. Actos cuya existencia, se encuentran acreditados en el proceso, con las copias certificadas de los referidos procedimientos, que obran en autos de la foja 124 ciento veinticuatro a la 222 doscientos veintidós. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada, al rendir la prueba de informe que le fuera admitida a la parte actora, refirió en lo que nos ocupa, lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
1.-Respecto al inmueble registrado con cuenta predial 01I000322007, el último avalúo fiscal practicado y que sirvió para determinar el impuesto predial en el año 2020 dos mil veinte, fue el 06 seis de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, con motivo de regularización del predio, y  fijó un valor fiscal de $2,053,254,575.83 (Dos mil cincuenta y tres millones, doscientos cincuenta y cuatro mil quinientos setenta y cinco pesos 83/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . 

2.- Que el inmueble registrado con cuenta predial  01I000322008, el último avalúo fiscal y que sirvió para determinar el impuesto predial en el año 2020 dos mil veinte, fue el 09 nueve de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, con motivo de regularización del predio, y fijó  un valor de $605,551,193.52 (Seiscientos cinco millones quinientos cincuenta y un mil ciento noventa y tres pesos 52/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
3.- El inmueble registrado con cuenta predial  01AB38040001, el último avalúo fiscal y que sirvió para determinar el impuesto predial en el año 2020 dos mil veinte, fue el 16 dieciséis de agosto del año 2019 dos mil diecinueve, con motivo de regularización del predio, y fijó  un valor de $335,589,600.06 (Trescientos treinta y cinco millones quinientos ochenta y nueve mil seiscientos pesos 06/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

4.- El inmueble registrado con cuenta predial  01AA22235001, el último avalúo fiscal y que sirvió para determinar el impuesto predial en el año 2020 dos mil veinte, fue el 17 diecisiete de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, con motivo de regularización del predio, y fijó  un valor de $1,298,360,342.59 (Mil doscientos noventa y ocho millones trecientos sesenta mil trescientos cuarenta y dos pesos 59/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
5.- Respecto al inmueble registrado con cuenta predial  01AB38042003, el último avalúo fiscal y que sirvió para determinar el impuesto predial en el año 2020 dos mil veinte, fue el 16 dieciséis de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, con motivo de regularización del predio, y fijó  un valor de $202,321,500.39 (Doscientos dos millones trescientos veintiún mil quinientos pesos 39/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Informe anterior que obra en autos del proceso, de la foja 40 cuarenta a la 42 cuarenta y dos, el cual atentos al artículo 122 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio pleno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causales de improcedencia.

CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Tesorero Municipal en su contestación de demanda, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del citado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador, es FUNDADA  esa causal de improcedencia que decretan el sobreseimiento del proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
Lo anterior es así,  toda vez que de la revisión que se hace a los procedimientos de valuación que modificaron los valores fiscales impugnados, y que obran en autos de la foja 124 ciento veinticuatro a la 222 doscientos veintidós, en principio no se observa que el Tesorero Municipal haya emitido las órdenes de valuación con número de folios 1232-19; 1238-19; 707-19;  1042-19; y, 1234-19, mucho menos las notificaciones de los resultados de los avaluó y determinación del impuesto predial, dado que las dos primeras órdenes fueron expedidas respectivamente por el Encargado de Despacho de la Dirección General de Ingresos; en tanto que las tres restantes, por la Directora General de Ingresos;  y, las respectivas notificaciones de los resultados del avalúo y determinación del impuesto predial, fueron emitidas por la Directora de Impuestos Inmobiliarios; por otro lado,  no se encuentra acreditado  en autos del proceso, que el Tesorero Municipal haya expedido, ordenado o tratado de ejecutar cualquier otro acto vinculado a los referidos procedimientos de valuación, dado que se encuentra acreditado que los mismos fueron emitidos por diversas autoridades fiscales, como lo es la Directora de Catastro, Peritos Valuadores y Ministros Ejecutores demandados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así,  se actualiza la causal de improcedencia analizada, por lo que atentos al artículo 262, fracción II del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, resulta procedente decretar el sobreseimiento del proceso administrativo, únicamente en cuanto hace al Tesorero Municipal. . . . . . . . . . . . . . 
La Directora General de Ingresos, Directora de Impuestos Inmobiliarios y Directora de Catastro en sus contestaciones; así como los Ministros Ejecutores demandados y los Peritos Valuadores, (…), en sus contestaciones a la ampliación, refieren que se actualizan la causales de improcedencia previstas en las fracciones I, V y VI del citado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Para quien resuelve, son INFUNDADAS  esas causales de improcedencia para decretar el sobreseimiento del proceso, en mérito de lo siguiente: . . . . . . .  . . . 

Respecto a la causal de improcedencia prevista en la fracción I, esta deviene infundada, ya que los actos que controvierte la parte actora se encuentran dirigidos a su persona; por tanto,  su condición de destinatario es   suficiente para intentar el presente proceso; además, que los avalúos emitidos respectivamente dentro de los procedimientos de valuación impugnados, generan un perjuicio inmediato a la esfera jurídica de quien demanda, pues el valor fiscal constituye la base gravable del impuesto predial, y por tanto, un aspecto indispensable para que la autoridad fiscal municipal pueda liquidar dicha contribución; de ahí, lo infundado de la causal de improcedencia en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
 A lo anterior, sirve  de sustento por analogía, el criterio jurisprudencial sentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tesis 2a./J.22/94, Novena Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Abril de 2007, página 425, registro: 172823, que reza: . . . . . . . 

 “AVALÚO CATASTRAL. SU ELABORACIÓN Y NOTIFICACIÓN AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL GOBERNADO POR LO QUE ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 22/94). El avalúo catastral es el acto mediante el cual se determina el valor fiscal de los predios y construcciones adheridas a éstos. Dicho valor fiscal generalmente sirve de sustento para establecer la base gravable del impuesto predial y, en consecuencia, para fijar la obligación tributaria a cargo del particular. Así, la valuación del predio constituye un requisito indispensable para que la autoridad administrativa pueda emitir la liquidación correspondiente. En este orden de ideas, es claro que la simple elaboración y, en su caso, notificación del avalúo genera un perjuicio inmediato al particular, pues si aquél se elabora en forma incorrecta o ilegal, tendrá como consecuencia la determinación, también incorrecta o ilegal, de un crédito por concepto de impuesto predial. De aquí la importancia de que se reconozca que tal acto administrativo afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, quien puede acudir al juicio de garantías en términos del artículo 114, fracción II, primer párrafo, de la Ley de Amparo. Es importante apuntar que el hecho de que se reconozca que el avalío catastral afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, no significa que cuando se reclame en un juicio de amparo indirecto, éste indefectiblemente será procedente, pues el juzgador deberá verificar, en cada caso, que no se actualice alguna causa de improcedencia concreta. Así por ejemplo, podría darse el supuesto de que en contra del avalúo existiera un medio ordinario de defensa que tuviera que agotarse previamente a acudir al juicio de amparo, o que la demanda se hubiera presentado fuera del plazo que establece el artículo 21 de la Ley de Amparo.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En lo que concierne a la causal de improcedencia prevista en la fracción IV, su estudio se analizara en conjunto con los conceptos de impugnación esgrimidos en la ampliación de demanda encaminados a dirimir el consentimiento tácito alegado por las demandadas. . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así, las demandadas refieren que  los avalúos practicados a los inmuebles materia de las Litis, fueron consentidos tácitamente al no presentar la demanda dentro del término de 30 treinta días que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ello acorde a las constancias de notificación de los resultados de los avalúos, practicadas  respectivamente en fechas 16 dieciséis de octubre, 27 veintisiete  y 30 treinta de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve. . . . . . . . 

En tanto, la parte actora en su escrito de ampliación de demanda, en el capítulo de “Argumentos relativos a la procedencia”,  así como en los primeros cinco párrafos del capítulo de conceptos de impugnación,  refiere en común que,  no se surte al causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261,  toda vez que las órdenes de valuación, avalúos fiscales y los oficios que contienen los resultados de los avalúos, respecto a los inmuebles registrados con cuentas prediales 01I000322007,  01I000322008, 01AB38040001, 01AA22235001 y 01AB38042003, carecen del requisito de validez previsto en la fracción V del artículo 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  ya que ninguno de esos actos, se expresaron los medios de defensa que procedan conforme a dicho Código; la autoridad ante la cual deba interponerse, así como el plazo que se tiene para su interposición, por lo que ante esa omisión deberá de estimarse oportuna la presentación de la demanda. Por su parte las autoridades demandadas en sus ampliaciones de demanda no vertieron argumento alguno respecto de esa situación. . . . . . . . . . . . . .

Así pues, le asiste la razón a quien demanda, ya que de la  revisión que se hace a los oficios que contienen los resultados de los avalúos practicados a los inmuebles afectos, y que son: TML/DGI/16112/19, de fecha 01 uno de octubre del año 2019 dos mil diecinueve [fojas 175 ciento setenta y cinco a la 178 ciento setenta y ocho]; TML/DGI/24744/19, de fecha 23 veintitrés de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve [fojas 199 ciento noventa y nueve a 200 doscientos]; TML/DGI/24929/19 [fojas 135 ciento treinta y cinco a 136 ciento treinta y seis]; TML/DGI/25003/19 [154 ciento cincuenta y cuatro a 155 ciento cincuenta y cinco]; TML/DGI/25005/19 [foja 217 doscientos diecisiete a 218 dos cientos dieciocho], estos últimos de fecha 24 veinticuatro de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve;  así como sus respectivas actas de notificación, respectivamente de fechas 16 dieciséis de octubre del año 2019 dos mil diecinueve [foja 184 ciento ochenta y cuatro], 27 veintisiete [foja 203 doscientos tres],  y  30 treinta de diciembre de ese mismo año [fojas 139 ciento treinta y nueve;  158 ciento cincuenta y ocho, y 221 doscientos veintiuno],  del contenido de los mismos, no se observa que la autoridad fiscal demandada haya hecho saber  al justiciable que en contra de la notificación de los resultados de avalúo, procedía algún medio de defensa y el plazo para ello,  por ende, que procedía en contra de dichos actos el proceso administrativo, regulado en el Libro Tercero del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  y que contaba con un término de 30 treinta días hábiles para promoverlo a partir del día siguiente en que surtía efectos las mencionadas notificaciones, ello de manera optativa ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato o ante los Juzgados Administrativos Municipales del Municipio de León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, los oficios que contienen la notificación de los resultados de los avalúos, así como sus respectivas actas de notificación, todos ellos inherentes a las cuentas prediales 01I000322007, 01I000322008, 01AB38040001, 01AA22235001 y 01AB38042003, conforme a  la fracción V, de artículo 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  no reúnen el requisito de validez  del acto administrativo,  al no indicar los medios de defensa, la autoridad ante la cual debe interponerse y el plazo,  circunstancias por el cual  la demanda se tiene presentada dentro del término legal de 30 treinta días establecido por el artículo 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; motivo por el cual resulta infundada la causal de improcedencia en estudio. Sirva de sustento a lo anterior,  el criterio sentado en la tesis: XVI.1o.A.179 A (10a,); Décima Época; Instancia:  Tribunales Colegiados de Circuito; Materia: Administrativa; fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 63, Febrero de 2019, Tomo II, página 2882; registro:  2019338; que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ACTO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA AUTORIDAD INCUMPLA CON LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR AL GOBERNADO LA VÍA Y PLAZOS PARA SU IMPUGNACIÓN, DEBE ESTIMARSE SIEMPRE OPORTUNA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE NULIDAD PROMOVIDA EN SU CONTRA (LEGISLACIÓN PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO). La fracción V del artículo 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato establece como requisito de validez del acto administrativo, que la autoridad informe al gobernado la vía y plazos para su impugnación. Así, de su interpretación conforme, en aras de garantizar el derecho de acceso a la justicia, reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se colige que, debido a la amplitud del marco normativo en materia administrativa, la finalidad de la exigencia legal aludida estriba en que el gobernado pueda instar el medio de defensa procedente contra el acto de autoridad que le resulte adverso; de ahí que no es razonable desvincular la observancia de dicha obligación del cómputo del plazo para instar el juicio de nulidad en su contra, bajo la consideración de que aquélla atañe al fondo del debate. En estas condiciones, como la interpretación de las normas implica un ejercicio ponderativo a la luz de principios axiológicos que rigen el orden jurídico, aun cuando es verdad que acorde con el texto expreso de la ley el requisito indicado constituye un elemento de validez del acto administrativo, también lo es que incide en la oportunidad de su impugnación. Por tanto, su observancia debe analizarse como requisito de admisibilidad de la demanda de nulidad promovida en su contra y, ante su incumplimiento, estimarse siempre oportuna su presentación.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No es óbice a lo anterior,  que  del contenido de los mencionados oficios y sus notificaciones se hubiere insertado, que de conformidad con el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, se disponía de 30 treinta días posteriores a la fecha de  la recepción de la notificación, para realizar las aclaraciones pertinentes  en las oficinas de la Dirección General de Ingresos; sin embargo, la aclaración establecida en el mencionado artículo 176, no constituye un medio legal de defensa, ello al no estar establecido propiamente como Recurso en la propia Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, ni mucho menos, se hace alusión que la aclaración tenga por objeto que la autoridad fiscal emisora, confirme, revoque o modifique el avalúo fiscal que se da a conocer al contribuyente, por tanto, conforme a lo señalado en supralineas, la demanda fue presentada dentro del término que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

 Respecto a la causal de improcedencia prevista en la fracción V, las autoridades demandas refieren que, la parte actora presentó recurso de revisión ante la Tesorería Municipal respecto de las cuentas prediales 01I0003222007 y 01AB38042003 materia del presente proceso, y el cual se encuentra pendiente de resolución ante sede administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Así, de la revisión que se hace al escrito que exhibió la autoridad demandada y que obra en el proceso en copia certificada a fojas 230 doscientos treinta a  la 237 doscientos treinta y siete,   de su contenido y en lo que nos ocupa se observa que,  el mismo fue recibido en la Tesorería Municipal el 25 veinticinco de marzo del año 2020 dos mil veinte,  recurso que se prevé en el artículo 68 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2020,  cuya finalidad es que sea aplicable la tasa general de los inmuebles urbanos, suburbanos y rústicos, para que la autoridad deje sin efectos la aplicación de la tasa diferencial de inmuebles sin edificar, entre otros a los inmuebles con cuentas predial 01I0003222007 y 01AB38042003; esto es, tal medio de impugnación se encuentra previsto únicamente para la aplicación de la tasa general, y si bien tienden a incidir en la determinación del impuesto predial, lo es también que en este proceso, se controvierten vicios propios distintos a los planteados en el mencionado recurso de revisión, es decir, en el  proceso que nos ocupa se controvierte el valor fiscal de los inmuebles referidos, aspecto que constituye la base gravable del impuesto predial, en tanto en el mencionado recurso de revisión, únicamente incide en la tasa de esa contribución; de ahí que la materia de Litis en este proceso constituye una consecuencia legal distinta a la planteada en el referido recurso de revisión, por tanto, la controversia en este proceso no es materia del recurso de revisión que refiere la demanda, aunado a que las autoridades peticionarias del sobreseimiento, no demostraron en la secuela procesal, la resolución recaída a tal recurso y la incidencia de la misma al momento de emitir la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, es que no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción V del apuntado artículo 261, por tanto, resulta infundado decretar el sobreseimiento del proceso administrativo por dicha causal. . . . . . . . . . . . . . . . . .   . 
Estimando que de autos   no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, por lo tanto, se procede en el siguiente considerando al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en el escrito de demanda y ampliación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- La parte actora en los conceptos de impugnación señalados como A.3.2 y B.3.2,  de su escrito de ampliación de demanda, respecto a las cuentas prediales  01I000322007 y 01I000322008 y  , aduce en común que, las órdenes de valuación con números de folios 1238-19 y 1232-19, de fechas 25 veinticinco de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve,  el “Encargado de despacho” no acredita su competencia, ya que el (…) quien firma el oficio,  omite hacer referencia y mucho menos  exhibe el acuerdo mediante el que se le encargo el despacho de los asuntos de la Dirección General de Ingresos; la fecha en que fue publicado en el Periódico Oficial del Estado, desconociéndose los términos en que se le designó, la temporalidad, atribuciones que le fueron encomendadas e incluso el fundamento de quien los designo como encargado de despacho, tenía las atribuciones para ello; por lo que resultan ilegales las órdenes. . 
Por su parte, la Directora General de Ingresos en su contestación a la ampliación de demanda refiere al respecto, que considerando la atribución conferida en el artículo 54 fracción XXVIII del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, emitió las órdenes de valuación, por lo que fueron emitidas con apego a legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador, son FUNDADOS los conceptos de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme a los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la competencia  de la autoridad demandada se trata de un elemento de validez  del acto controvertido, siendo criterio por jurisprudencia firme del Poder Judicial Federal, que la misma debe fundarse suficientemente a efecto que  el acto de molestia administrativo se considere acorde a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De suerte que el elemento de validez “competencia”, no es factible deducirlo, intuirlo o presumirlo, por lo que a efecto de estimarlo suficientemente fundado debe señalarse con precisión el precepto legal o reglamentario, si el mismo contiene fracción, inciso o subinciso, debe acotarse con precisión, y si trata de una disposición compleja debe transcribirse  en el acto de autoridad la parte correspondiente, a efecto de garantizar la seguridad jurídica del  gobernado respecto a las facultades suficientes y bastantes de la autoridad para  emitir el acto administrativo, el aspecto aquí tratado sentó las bases al resolver la contradicción de tesis 114/2005-SS e integrar la jurisprudencia 2a./J. 115/2005, apreciable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Septiembre de 2005, página: 310, del tenor literal siguiente: . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.” . . . . 

Así, de la revisión que se hace a las órdenes de valuación con  número de folio 1238-19 y 1232-19, de fechas 25 veinticinco de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, y que obran a fojas  124 ciento veinticuatro y 141 ciento cuarenta y uno,  en lo que nos ocupa se observa: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“…fundando la competencia de quien suscribe en los artículos 6, 15, inciso d, 16, 168 segundo párrafo y 176 de la Ley de Hacienda  para los Municipios de Guanajuato, así como 13 fracción V y 54 Fracciones II, XVI, XIX, XXVIII y XXXII del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato.

…

ATENTAMENTE

León, Guanajuato., a 25 de Noviembre del año 2019.

(se observa una firma)

(…)

Directora General de Ingresos

Firma el (…), como encargado de despacho de la Dirección General de Ingresos de conformidad con lo dispuesto por el artículo 13 fracción XIV del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato.”(lo remarcado y subrayado no es de origen) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora  bien, quien demanda se duele que el (…), quien suscribió las órdenes de valuación 1238-19 y 1232-19, no acreditó su competencia para emitirlas, al no hacer referencia ni exhibir el acuerdo en el cual se le encargó el despacho de los asuntos de la Dirección General de Ingresos, aspecto que le asiste la razón al impetrante,  dado que en la especie, en las ordenes de valuación cuestionadas, al efecto únicamente se citó como fundamento para firmarlas como encargado de la Dirección General de Ingresos, el artículo 13, fracción XIV, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato vigente al momento de su emisión, esto es, el publicado en el Periódico  Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, el 04 cuatro de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis, número 177 ciento setenta y siete, Tercera Parte,  el cual reza: . . . . . . 
 “Artículo 13. Los directores generales, que no ostenten el cargo de titular de una dependencia, tienen las siguientes atribuciones en común:

…

XIV. Designar al personal encargado para suplir sus ausencias provisionales, emitiendo el documento en donde se haga constar la designación provisional para los efectos correspondientes en atención a las funciones y atribuciones de la dirección;” (el remarcado y subrayado es propio). . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, se encuentra insuficientemente fundada la competencia para emitir las ordenes de valuación 1238-19 y 1232-19, por parte del I(…) como encargado del despacho,  toda vez que fue omiso en invocar el oficio u acuerdo  mediante el cual se le designó como encargado para suplir la ausencia provisional de la Directora General de Ingresos o en su defecto que le fue delegadas la facultades para emitir las órdenes de valuación;  asimismo, no se indicó la fecha en que fue publicado en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado de Guanajuato, ya que al tratarse de delegación de facultades era menester su  difusión en el referido órgano oficial, en concordancia con el artículo 139 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ni mucho menos se indicó el cargo de servidor público que ostenta dentro de la administración pública municipal  el mencionado Ingeniero, dentro de la estructura que conforma la Dirección General de Ingresos. Lo anterior a efecto, de dar certeza   y seguridad jurídica a quien demanda de que: la persona que lo designó como encargado de la mencionada dirección, cuenta con atribución para ello; que el nombramiento recae en un subordinado del titular de la Dirección General de Ingresos;  el  motivo o causa por el cual suple a la titular;  así como el lapso de fecha de la suplencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo anterior, sirve e de sustento a lo anterior por identidad de razón, la tesis de la Octava Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1998, página 233, registro: 231231, que reza: . . . . . . . . . . .  
“DELEGACION DE FACULTADES. ES SUFICIENTE PARA LA LEGALIDAD DEL ACTO DE MOLESTIA MENCIONAR EL ACUERDO DELEGATORIO. Cuando un funcionario jerárquicamente inferior, actúa por delegación de facultades, esto es, por comisión, autorización o encargo del funcionario superior, es suficiente para la legalidad del acto de molestia que se mencione el acuerdo en el que se confirieron dichas facultades que se están utilizando y su fecha de publicación en el Diario Oficial de la Federación.”(el subrayado y remarcado es propio). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, la Tesis:VI.2o.J/146, Octava Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo VIII, Septiembre de 1991, página 69, registro: 221867: que reza:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .

“DELEGACIÓN DE FACULTADES. Nuestro régimen jurídico ha consagrado la delegación de facultades como una técnica de transferencia de una competencia propia de un órgano superior de la administración pública en favor de un órgano inferior, y que persigue como propósito facilitar los fines de aquél y cuya justificación y alcance se hallan en la ley orgánica, puesto que para el perfeccionamiento del acto delegatorio se requiere la reunión de varios requisitos de índole legal, entre otros, la existencia de dos órganos, el delegante y el delegado, la titularidad por parte del primero de dos facultades, una la que será transferida y otra la de delegar y la aptitud del segundo para recibir una competencia por la vía de la delegación.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Además, la Tesis: I.7o.A. J/35, Novena Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, página 1171, reguistro:173662, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“SUPLENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. REQUISITOS QUE DEBEN REUNIRSE PARA FUNDAR Y MOTIVAR LA ACTUACIÓN DE UN SERVIDOR PÚBLICO EN AUSENCIA DE OTRO. A efecto de cumplir con los requisitos constitucionales de fundamentación y motivación, previstos por el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal, en los casos en que una autoridad firme un acto de autoridad en ausencia de otra, es necesario cumplir con lo siguiente: a) Que se exprese el cargo del servidor público suplido, así como la cita exacta de los preceptos legales que, en su caso, lo hubiesen facultado para emitir el acto de autoridad; b) La denominación del funcionario que firma en ausencia de aquel que originalmente debió suscribir el acto, asentando claramente las normas legales que le permitan actuar en suplencia de este último; y c) Finalmente, deberá señalarse claramente que la actuación se hace "en ausencia", "por suplencia" o alguna frase similar. El último de los requisitos no puede considerarse una mera formalidad, sino un requisito indispensable de motivación, ya que en caso contrario se generaría una ambigüedad innecesaria, en perjuicio de la garantía de seguridad jurídica, al no dar a conocer al gobernado, de manera contundente, que el suscriptor del acto de autoridad no está actuando directamente o atribuyéndose competencias que no le corresponden, sino en ausencia de otro.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En mérito de lo expresado, las órdenes de valuaciones con folio 1238-19 y 1232-19 controvertidas, se encuentra insuficientemente fundada la competencia que por suplencia por ausencia temporal o delegación ejerció el (…),  motivo por el cual, carece del elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de esta manera, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción I, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio el  derecho  la seguridad jurídica protegidos respectivamente por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por ende, no está demostrado en autos el cumplimiento de las formalidades del procedimiento de valuación exigidas por los artículos 176 y 177, párrafo primero de la Ley de Hacienda para los Municipios  del Estado de Guanajuato, toda vez que en autos quien emitió las ordenes de valuaciones señaladas en supralineas, no fundó suficientemente su competencia para emitirlas. 
Siendo así,  con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar la NULIDAD TOTAL de: 1.- Orden de valuación con número de folio 1232-19, de fecha 25 veinticinco de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, así como de sus actos consecuentes, entre los que se encuentran: avalúo fiscal, folio 19120957433156, de fecha 09 nueve de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, que fijó un valor fiscal de $605,551,193.52 (Seiscientos cinco millones quinientos cincuenta y un mil ciento noventa y tres pesos 52/100 Moneda Nacional); oficio TML/DGI/24929/19 de fecha 24 veinticuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y, el crédito fiscal por la cantidad total de $2,268,284.13 (Dos millones doscientos sesenta y ocho mil doscientos ochenta y cuatro pesos 13/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos de: impuesto predial 2020/01 al 2020/06; y, Honorarios de avaluó 2019/06 al 2019/06 contenido en el recibo oficial de pago  AA 9282330; todo ello respecto al inmueble vinculado a la cuenta predial 01I000322008; y, 2.- Orden de valuación con número de folio 1238-19, de fecha 25 veinticinco de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve , así como de sus actos consecuentes, en los que se encuentran: avalúo fiscal, folio 19120555558509, de fecha 06 seis de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, que fijó un valor fiscal de $2,053,254,575.83 (Dos mil cincuenta y tres millones doscientos cincuenta y cuatro mil quinientos setenta y cinco pesos 83/100 Moneda Nacional); oficio TML/DGI/25003/19 de fecha 24 veinticuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y, crédito fiscal por la cantidad total de $18,746,378.52 (Dieciocho millones setecientos cuarenta y seis mil trescientos setenta y ocho pesos 52/100 Moneda Nacional), integrado por el conceptos de impuesto predial 2020/01 al 2020/06, contenido en el recibo oficial de pago AA 9353064 todo ello respecto al inmueble vinculado a la cuenta predial 01I000322007 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 La nulidad de los actos consecuentes es así, porque los referidos actos se apoyan en órdenes de valuación viciadas de origen, las que tienen carácter de acto principal, en tanto los actos que preceden tienen la naturaleza de accesorios, amén que en los referidos créditos fiscales, se determinó el impuesto predial para el año 2020 dos mil veinte, tomando como base el valor fiscal declarado nulo; tal y como se acredita con las copias simples de los recibos oficiales de pago AA 9282330 y AA 9353064, que obran a fojas 26 veintiséis y 27 veintisiete; y, con la prueba de informe rendida por la Directora de Impuestos Inmobiliarios, que obra a fojas 40 cuarenta a la 42 cuarenta y dos; por ende, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . 
Respecto, a la nulidad de los actos consecuencia de las órdenes de valuación, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: . . . . 
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los  tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.-  La parte actora en su ampliación de demanda,  respecto a las cuentas prediales  01AA22235001 y  01AB38042003,  aduce: . . . . . .  . . . . . . . . . . 

1.-En los concepto de impugnación señalados como  D.8.3  y  E.8.2, aduce  en esencia que, los oficios TML/DGI/24744/19 y TML/DGI/25005/2019, donde se consigna la notificación de los resultados de los avalúos,  el “Encargado de despacho” no acredita su competencia, ya que el (…) quien firma los oficios,  omite hacer referencia mucho menos  exhibe el acuerdo mediante el que se le encargo el despacho de los asuntos de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios; la fecha en que fue publicado en el Periódico Oficial del Estado, desconociéndose los términos en que se le designó, la temporalidad, atribuciones que le fueron encomendadas e incluso el fundamento de quien los designo como encargado de despacho, tenía las atribuciones para ello; por lo que resulta ilegalidad de las órdenes.  . . . . . .  . . . . . .  . . . . . . . . . .  . . . . . . .  . . . . . . .  . 

2.- En los conceptos de impugnación señalados como D.1  y E.1,  refiere en común que las actas de notificación  del resultado de avalúo, avalúo y determinación de impuesto puesto predial, de fechas respectivamente, 27 veintisiete y 30 treinta de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve,  violentan los artículos 85 y 86 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al haberse ejecutado en un día inhábil, ello acorde a la Sesión Ordinaria del Honorable Ayuntamiento de León, Guanajuato, celebrada el 28 veintiocho de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, específicamente en su punto XVIII de la orden del día, por tanto, las notificaciones impugnadas ni surten efectos ni consecuencias de derecho. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .
3.- En los conceptos de impugnación señalados como D.3.1, D.4.1, E.3.1 y E.4.1, señala que las órdenes de valuación con folios 1042-19 y 1234-19, de fechas 02 dos de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve,  contienen diversos mandatos, al consignar al perito se constituya en cualquiera de los dos domicilios consignados;  que las órdenes de visita, sin fechas de emisión, en las que comisiona constituirse respectivamente  en Boulevard Cerro Gordo del Campestre de la Zona Plaza Mayor, y Boulevard Casa de Piedra, esquina  Avenida Cerro Gordo 307 trescientos siete, en Conjunto Habitacional Cerro Gordo 1; no se expresa fecha y lugar de emisión, nombre del destinatario, domicilio en el cual  deba llevarse a cabo la visita, ni las causas ni motivos  para su emisión. . . . . . . . .  . 
4.- En los conceptos de impugnación señalados como D.7 y E.7 , aduce en lo toral que los avalúos fiscales 19121746797531 y  19121654127921,  no se describe las circunstancias de modo, tiempo y lugar de como se llegó a la convicción  de los elementos valuatorios que como insumos debió de contar, tales como características constructivas físicas e existentes; superficie y conformación geográfica; superficie  construida en metros cuadrados y distribución espacial; no expresa cómo obtuvo las medidas y colindancias que precisa en el avaluó;  por lo que únicamente el perito señaló que se le permitió el acceso al inmueble para realizar el avaluó y reporte fotográfico, sin que sea advierta en dicha acta hubiere obtenido los datos necesarios para la elaboración del avalúo; que el perito es omiso en exponer las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo en consideración para la emisión del avaluó. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .

Por su parte la Directora General de Ingresos, en su contestación de ampliación, señala en esencia que la orden de visita constituye un anexo a la detallada orden de valuación; la Directora de Impuestos Inmobiliarios en su contestación a la ampliación, refiere que los oficios controvertidos se emitieron por autoridad competente, contando con todos y cada uno de los elementos de validez previstos en el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. En tanto, los Ministros Ejecutores demandados, (…), en sus contestaciones a la ampliación, aducen en común, que las notificaciones se practicaron en días hábiles, pues las oficinas de la autoridad fiscal se encontraban abiertas al público en horario normal; y los Peritos Valuadores (…), refieren que los dictámenes técnicos emitidos cumplen con los elementos de validez   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador, son FUNDADOS los conceptos de impugnación, en atención a lo siguiente: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .  . . . . . 
Se impone señalar, que el estudio de los conceptos de impugnación se estudiaran de manera conjunta, toda vez que los mismos guardan relación entre sí,  ya que en principio tienden a controvertir  por vicios propios la emisión de los oficios que contienen la notificación de los resultados de los avalúos, así como vicios propios en el acta de notificación de los mismos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, conforme a los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la competencia  de la autoridad demandada se trata de un elemento de validez  del acto controvertido, siendo criterio por jurisprudencia firme del Poder Judicial Federal, que la misma debe fundarse suficientemente a efecto que  el acto de molestia administrativo se considere acorde a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De suerte que el elemento de validez “competencia”, no es factible deducirlo, intuirlo o presumirlo, por lo que a efecto de estimarlo suficientemente fundado debe señalarse con precisión el precepto legal o reglamentario, si el mismo contiene fracción, inciso o subinciso, debe acotarse con precisión, y si trata de una disposición compleja debe transcribirse  en el acto de autoridad la parte correspondiente, a efecto de garantizar la seguridad jurídica del  gobernado respecto a las facultades suficientes y bastantes de la autoridad para  emitir el acto administrativo, el aspecto aquí tratado sentó las bases al resolver la contradicción de tesis 114/2005-SS e integrar la jurisprudencia 2a./J. 115/2005, apreciable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Septiembre de 2005, página: 310, la cual quedó inserta con antelación y por economía procesal se tiene como reproducida en el presente apartado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, del contenido de los oficios TML/DGI/24744/19 y TML/DGI/25005/2019, y que obran en autos del proceso  a fojas 199 ciento noventa y nueve a la 200 doscientos, y 217 doscientos diecisiete a la 218 doscientos dieciocho, se lee lo conducente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
“En cumplimiento a las normas fiscales fundamentadas en los artículos 168 y 176 de la ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, se procede a notificar el resultado del avalúo del inmueble ubicado…

…

Se emite el presente documento de conformidad con lo establecido por el artículo 61 en sus fracciones I y II del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato.

Atentamente

“EL TRABAJO TODO LO VENCE”

“2019, Año del caudillo del Sur, Emiliano Zapata”
(se observa una firma)

(…)

Directora de Impuestos Inmobiliarios
Firma el (…), encargado de despacho, designado por la (…)Viveros, Directora de Impuestos Inmobiliarios de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 18 fracción XVI del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, constatando todas las atribuciones inherentes a dicho cargo.” (lo remarcado y subrayado no es de origen) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo así lo anterior, la competencia del (…), como encargado del despacho de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios, se encuentra insuficientemente fundada su competencia para emitir los oficios TML/DGI/24744/19 y TML/DGI/25005/2019, que contienen la notificación de los resultados de los avalúos,  ello al no citar el oficio u documento en el cual la Directora de Impuestos Inmobiliarios lo designó como encargado de esa dirección, dado que solamente se limitó al efecto en citar el artículo 18, fracción XVI del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, vigente a la emisión del mismo, esto es, al publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, de fecha 05 cinco de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, número 243 doscientos cuarenta y tres, Segunda Parte, el cual reza: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
            “Artículo 18. Los Directores de Área, tendrán las siguientes atribuciones comunes:  

…

XVI. Designar al personal encargado para suplir su ausencia provisional, emitiendo el documento en donde se haga constar la designación provisional para los efectos correspondientes en atención a las funciones y atribuciones de la dirección; “(el remarca do y subrayado es propio) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, al artículo citado es insuficiente para tener por fundada la competencia del emisor de los oficios controvertidos,  toda vez que la demandada fue omisa en citar el oficio u acuerdo  mediante el cual se le designó como encargado para suplir la ausencia provisional  de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios o en su defecto le fueron  delegadas las facultades para notificar los resultados del avaluó; además, no se indicó la fecha en que fue publicado en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado de Guanajuato, ya que al tratarse de delegación de facultades era menester su  difusión en el referido órgano oficial, en concordancia con el artículo 139 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ni tampoco se señaló el cargo que ostenta el (…),  como servidor público municipal  dentro de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios. Lo anterior a efecto, de dar certeza   y seguridad jurídica a quien demanda de que, la supuesta designación realizada por la supuesta Directora de Impuestos Inmobiliarios recayó sobre su subordinado, así mismo el fundamento legal empleado en la designación y  las causas o motivos por los cuales suple a la Directora,  así como el lapso de fecha en que se le encomienda ello. A lo anterior, sirve de sustento los criterios invocadas en el considerando que antecede, los cuales para no obviar en repeticiones innecesarias y economía procesal, se tienen por reproducidos. . . . . . . 
Por otro lado, le asiste la razón a la parte actora, respecto a la ilegalidad de las actas de notificación del resultado del avalúo, avalúo y determinación del impuesto predial, fechas 27 veintisiete y 30 treinta de diciembre, que obran en autos a fojas 203 doscientos tres y  221 doscientos veintiuno; ello en razón de que dichas diligencias fueron practicadas en días inhábiles, acorde a lo sentado en el Acta de Sesión Ordinaria del Honorable  Ayuntamiento de León, Guanajuato, de fecha 28 veintiocho de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve. . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien,  atentos al artículo  55 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios del Estado de Guanajuato, se invoca como hecho notorio;  el documento publicado  en la página de Internet del Municipio de León, Guanajuato, y consultable en la liga: https://www.leon.gob.mx/transparencia/sistemas/archivos/actas/2019-11-28.pdf;  el cual de la revisión que se hace a la mencionada acta, en el desahogo del punto número XVIII de la orden del día de la mencionada sesión ordinaria,  en su hojas 251 doscientos cincuenta y uno y 252 doscientos cincuenta y dos, en lo que nos ocupa se lee: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“…De la misma manera, la Síndico Leticia Villegas Nava da lectura a un dictamen de la Comisión de Hacienda, Patrimonio y Cuenta Pública y Desarrollo Institucional (se agrega al apéndice del acta), que contiene el siguiente acuerdo: PRIMERO.- Se determina que el segundo periodo vacacional del personal que conforma la Administración Pública Centralizada del Municipio de León, Guanajuato comprenderá el período del 23 de diciembre de 2019 al 07 de enero de 2020. SEGUNDO.- Para efecto de que no se vea mermado el funcionamiento del aparato administrativo, se instruye a las Entidades y Dependencias de la Administración Pública Municipal que de estimarlo necesario designen de guardia al personal que no tenga cumplidos seis meses consecutivos de servicio o aquel que ya haya gozado de los días de vacaciones que por ley le corresponda. Lo anterior con la finalidad de que se le otorgue atención de los asuntos urgentes al interior de la administración municipal. Los empleados sindicalizados adscritos a áreas de servicios básicos tales como Limpia, Alumbrado Público, Rastro, así como del personal de la Dirección de Seguridad Ciudadana, tomara sus vacaciones atendiendo al calendario que se determine por la Dirección General de Desarrollo Institucional, en coordinación con el director general de cada área, a efecto de que sus labores no sean interrumpidas. TERCERO.- Con fundamento en el artículo 33, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato; no se computarán como días hábiles los señalados en el primer punto de acuerdo, en los términos para contestar peticiones, gestionar trámites o dar continuidad a procedimientos administrativos que estén por substanciarse ante las Entidades y Dependencias de la Administración Pública Municipal. CUARTO.- Se instruye a la Secretaría del Ayuntamiento para que comunique el contenido del presente acuerdo a las autoridades administrativas y jurisdiccionales del ámbito municipal, estatal y federal; así como a la Dirección General de Comunicación Social para que lo difunda en los medios de comunicación locales. QUINTO.- Se aprueban todos los actos jurídicos y administrativos que resulten necesarios para el cumplimiento del presente acuerdo. Acto continuo, el Presidente somete a la consideración del Honorable Ayuntamiento la propuesta a que se ha dado lectura, misma que queda aprobada por unanimidad mediante mayoría simple. Acuerdo que se otorga en los términos y condiciones del dictamen respectivo…”.(el subrayado y remarcado es propio) .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Siendo así, que el encargado del despacho de la Dirección de Impuestos  Inmobiliarios, además de que no fundó suficientemente sus facultades para suscribir los oficios TML/DGI/24744/19 y TML/DGI/25005/19, los emitió en día inhábil, al ostentar fechas del 23 veintitrés y 24 veinticuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve, en franca contravención a lo acordado por el H. Ayuntamiento, en el punto tercero en el apartado de “…dar continuidad a procedimientos administrativos que estén substanciándose ante las Entidades y Dependencias de la Administración Pública Municipal…”,   acuerdo flagrantemente transgredido  al llevarse  a cabo respectivamente la notificación de los  resultados de los avalúos con números de folio 191217467975321 y 19121654127921, en fechas 27 veintisiete y 30 treinta de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve,   días que de conformidad con el acta de sesión señalada en supralineas, resultan ser inhábiles, además de lo antes referido  conforme a los artículos 85, párrafo segundo y 86, párrafo primero, de la Ley de Haciendo para los Municipios del Estado de Guanajuato; los cuales rezan: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 85…

Se consideran días hábiles sólo aquéllos en que se encuentren abiertas, al público las oficinas fiscales durante el horario normal; la asistencia de personal de guardia no habilita los días en que se suspenden las labores.

Artículo 86. La práctica de diligencias por las autoridades fiscales deberá efectuarse en días y horas hábiles que son las comprendidas entre las 7:30 y las 18:00 horas; una diligencia de notificación iniciada en horas hábiles podrá concluirse en hora inhábil sin afectar su validez, tratándose de la verificación de bienes y mercancías en transporte, se considerarán hábiles todos los días del año y las 24 horas del día.” (el subrayado y remarcado es propio). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
No es óbice a lo anterior, que los Ministros Ejecutores demandados que practicaron dichas diligencias, refieran que las notificaciones se practicaron en días hábiles, toda vez que las oficinas de la autoridad fiscal se encontraban abiertas al público en horario normal; sin embargo, no les asisten la razón, dado que en principio,  acorde a la mencionada sesión ordinaria del Honorable Ayuntamiento, los días comprendidos del 23 veintitrés de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve al 07 siete de enero del año 2020 dos mil veinte, se determinó que no eran hábiles; además de acotarse en el punto tercero del citado acuerdo  “…no dar continuidad a los procedimientos…”, por otro lado, los demandados fueron omisos en acreditar durante la secuela procesal que los días 27 veintisiete y 30 treinta de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, estuvieron abiertas las oficinas al público en horario normal; amén que,  si bien la multirreferida acta de sesión ordinaria, estableció la posibilidad de personal de guardia, lo es que de conformidad a lo establecido por el citado artículo 85 de la Ley de Hacienda, lo es que esa circunstancia no habilita los días en que se suspenden labores; de este modo, los actos a notificar no surtieron efectos en términos del artículo 84 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por ende, los actos fiscales consistentes en la notificación de los resultados del avalúo, avalúo y determinación del impuesto predial, no fueron eficaces ni exigibles, en términos del artículo 141, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Así también le asiste la razón a la parte actora respecto de los avalúos controvertidos, dado que de la revisión que se hace a los mismos, estos se encuentran insuficientemente motivados, dado que de su contenido no se observa que se asentaron los pasos, técnicas o metodología que sirvieron de base para la elaboración del mismo; así como las consideraciones que tuvo para aplicar los valores unitarios del suelo establecidos en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, ejercicio fiscal del año 2019 dos mil diecinueve; aunado a ello,  tampoco se encuentra acreditado que los referidos avalúos fiscales se encuentre vinculado a las actas circunstanciadas de fechas 10 diez y 17 diecisiete de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, en las que se practicaron las visitas físicas de valuación de los inmuebles afectos, ya que únicamente se asentó la fecha de la elaboración del avalúo, esto es, 16 dieciséis y 17 diecisiete de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, más no así la fecha en que se practicó la inspección física del inmueble para practicar el avaluó, y   en el cual se recabaron los elementos para la emisión del avaluó fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a lo anterior,  los avalúos controvertidos, en lo que nos ocupa se indicó: “Motivo del Avalúo: Regularización…Solicitante: Dirección General de Ingresos…La motivación del presente  documento es  determinar el valor fiscal del bien inmueble para establecer la base para el cobro de los impuestos inmobiliarios…”; sin embargo, dichos datos son insuficientes para vincularlos tanto de las órdenes de valuación y de visitas  impugnadas; de ahí que incluso el referido avalúo no colma los requisitos exigidos en las fracciones II y VII de artículo 24 del Reglamento de Peritos Valuadores Externos y del Consejo de Valuación para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Además le asiste  la razón a la parte actora, respecto de que las ordenes de visita  combatidas,  dado  que de su revisión que se hace a las mismas, estas no contienen datos de a quién van dirigidas,  mucho menos, se exponen los motivos que originan la valuación; así como la fecha y lugar de su emisión; resultando además desestimado lo dicho por la Directora General de Ingresos demandada, de que las mismas integran las órdenes de valuación,  dado que no se encuentra leyenda inserta en tales ordenes de visita que refieran o indiquen esa situación, de ahí, que  las ordenes de valuación y órdenes de visita controvertidas, sean actos distintos y autónomos; circunstancia que causa inseguridad jurídica al gobernado. .  
Luego entonces, si oficios TML/DGI/24744/19 y TML/DGI/25005/2019, no se fundó suficientemente la competencia de la autoridad que los suscribió, fue emitidos en días inhábiles, así como fueron realizadas sus notificaciones  en días inhábiles en tanto que las actas de notificación de los resultados del avalúo, avalúo y determinación de impuesto predial, de fechas 27 veintisiete y 30 treinta de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, son ilegales al haberse practicado en día inhábil para ello;  actos que culminan el procedimiento de valuación, y los cuales  carecen del elemento de validez exigido por las fracciones I, VI y VIII, del artículo 137 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de esta manera, se actualizan respectivamente las causales de ilegalidad establecidas en el artículo 302, fracciones I y III, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio el  derecho  la seguridad jurídica protegidos respectivamente por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, subsistiendo en autos la negativa de la impetrante  del proceso vertida en el primer concepto de impugnación del escrito de demanda, respecto de desconocer los actos administrativos que tuvieron como efecto la modificación de los valores fiscales. . . . 

En ese tenor, no está demostrado en autos el cumplimiento de las formalidades del procedimiento de valuación exigidas por el artículos 176, párrafo segundo de la Ley de Hacienda para los Municipios  del Estado de Guanajuato, toda vez que en autos quien emitió los oficios que contienen como asunto “Notificación del Resultado de Avalúo”, no fundó suficientemente su competencia para emitirlos, además de suscribirse en días inhábiles;  concatenado a ello,   no se dio a conocer al justiciable los resultados del avalúo y la determinación del impuesto predial,  dado que la notificación de esos actos fiscales no surtió efectos jurídicos frente al impetrante, al haberse llevado a cabo en días día inhábiles para su práctica.; amen que, los avalúos controvertidos se encuentran insuficientemente motivados  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Siendo así,  con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar la NULIDAD TOTAL del:  Procedimiento de valuación respecto del inmueble vinculado a la cuenta predial 01AA22235001, en el que se determinó como valor fiscal la cantidad de $1,298,360,342.59 (Mil doscientos ochenta y nueve millones, trescientos sesenta mil trescientos cuarenta y dos pesos 59/100 Moneda Nacional) relativo al avalúo fiscal, folio 19121746797531; del oficio TML/DGI/24744/19 de fecha 23 veintitrés de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y su notificación; así como de su acto consecuente, como lo es, el crédito fiscal por la cantidad total de $4,081,318.92 (Cuatro millones ochenta y un mil trescientos dieciocho pesos 92/100 Moneda Nacional), por concepto de impuesto predial 2020/01 al 2020/06 contenido en el recibo AA 9282470; y, 2.- Procedimiento de valuación respecto del inmueble vinculado a la cuenta predial 01AB38042003, en el que se determinó como valor fiscal la cantidad de $202,321,500.39 (Doscientos dos millones, trescientos veintiún mil  quinientos pesos 39/100 Moneda Nacional) relativo al avalúo fiscal, folio 19121654127921; del oficio TML/DGI/25005/19 de fecha 24 veinticuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y su notificación; así como de su acto consecuente, como lo es, el crédito fiscal por la cantidad total de $1,422,821.94 (Un millón cuatrocientos veintidós mil ochocientos veintiún pesos 94/100 Moneda Nacional), por concepto de impuesto predial 2020/01 al 2020/06 contenido en el recibo AA 9353072. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 La nulidad de los actos consecuentes obedece, porque los referidos créditos fiscales se apoyan en procedimientos de valuación viciados de origen, los que tienen carácter de acto principal, en tanto los actos que preceden tienen la naturaleza de accesorio, aunado a ello, que los referidos créditos fiscales, se determinó el impuesto predial para el año 2020 dos mil veinte, tomando como base el valor fiscal declarado nulo; tal y como se acredita con las copias simples de los recibos oficiales de pago AA 9282470 y AA 9353072, que obran a fojas 29 veintinueve y 30 treinta; y, con la prueba de informe rendida por la Directora de Impuestos Inmobiliarios, que obra a fojas 40 cuarenta a la 42 cuarenta y dos; por ende, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto, a la nulidad de los actos consecuencia de las órdenes de valuación, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, la que quedó inserta con antelación y se tiene por reproducida en el presente apartado. . . . . . . . . 

SÉPTIMO.-  La parte actora en los conceptos de impugnación señalados como C.7.1  y B.7.2(sic),  de su ampliación de demanda,  respecto del inmueble con cuenta predial 01AB38040001, aduce que el acta circunstanciada de fecha 07 siete de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, y mediante el cual se ejecutó la orden devaluación, no se describe las circunstancias de modo, tiempo y lugar de como se llegó a la convicción  de los elementos valuatorios que como insumos debió de contar, tales como características constructivas físicas e existentes; superficie y conformación geográfica; superficie  construida en metros cuadrados y distribución espacial; no expresa cómo obtuvo las medidas y colindancias que precisa en el avaluó;  por lo que únicamente el perito señaló que se le permitió el acceso al inmueble para realizar el avaluó y reporte fotográfico, sin que sea advierta en dicha acta hubiere obtenido los datos necesarios para la elaboración del avalúo, ni tampoco acompaño el reporte fotográfico;  y, que el avalúo fiscal con número de folio 19081652652469, carece de la debida motivación, el perito es omiso en exponer las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo en consideración para la emisión del avaluó. . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte el Perito Valuador demandado, Esaú Adonay Sánchez Rangel y quien emitió dichos actos,  por auto de fecha 24 veinticuatro de septiembre del año 2020 dos mil veinte, se le tuvo por no contestando la ampliación de demanda. . . . . .  
Para este Juzgador, son FUNDADOS  los conceptos de impugnación, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En inicio cabe señalar, que los anteriores conceptos de impugnación, se analizan de manera conjunta, toda vez que tales razonamientos guardan relación entre sí, dado que van dirigidos  a controvertir la legalidad del avalúo fiscal con folio 19081652652469, de fecha 16 dieciséis de agosto del año 2019 dos mil diecinueve.
Ahora bien, atentos a  los  artículos  16  de  la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, constriñen a las autoridades Municipales a fundar y motivar sus actos; siendo que por fundar el acto administrativo, el señalar con precisión el o los preceptos legales y el ordenamiento legal aplicable al caso concreto; cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivarlo se entiende,  expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal; de este modo, se tutela a favor del justiciable el derecho humano a la legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese contexto, los artículos 17, fracciones I y II; y 24, fracciones II y VII, del Reglamento de Peritos Valuadores Externos y del Consejo de Valuación para el Municipio de León, Guanajuato, en lo conducente rezan: . . . . .  . . . . . . . .  . . . . . . 

“Artículo 17.- Son obligaciones de los peritos:

I.- Realizar los avalúos bajo las especificaciones técnicas y condiciones que para dicho efecto emita la Tesorería Municipal de conformidad con la normativa aplicable;

II.- Realizar la inspección física de los inmuebles en el Municipio;

Artículo 24.- Los avalúos deberán ser presentados en la Dirección de Catastro para su revisión y autorización, a través del SIGAF o por medios impresos, los cuales deberán contener, como mínimo: …
 II.- El motivo o propósito del avalúo;

VII.- La fecha en que se practicó el avalúo;” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues de la revisión que se hace al acta circunstanciada de fecha 07 siete de agosto del año 2019 dos mil diecinueve, y que obra en autos del proceso a fojas 168 ciento sesenta y ocho a 169 ciento sesenta y nueve,  en lo que nos ocupa se observa que, el Perito Valuador Esaú Adonay Sánchez Rangel, se constituyó en el inmueble registrado con cuenta predial 01AB38040001, a efecto de llevar la práctica de la visita relativa a la orden de valuación número 707-19, de fecha 25 veinticinco de julio del año 2019 dos mil diecinueve, expedida por el Director General de Ingresos; que se le permitió el acceso al inmueble a valuar; asentándose lo siguiente: “…ACTO CONTINUO SE HACE CONSTAR LO SIGUIENTE: Siendo las 10:30 diez treinta horas nos constituimos en el predio ubicado en Blvd Cerro Gordo del Campestre #270 esquina Jacaranda del Campestre…en el que atiende  nuestro llamada una persona quien dice ser Gerente y llamarse (…), misma que nos permite el acceso para realizar el avalúo y reporte fotográfico NO HABIENDO MÁS QUE HACER CONSTAR SE DA POR TERMINADA LA PRESENTE…” . . . . . . . . . . . . . . 
De lo anterior señalado, se advierte que el Perito Valuador demandado, en el desahogó de la visita de valuación, que se le permitió el acceso al inmueble para realizar el avalúo y reporte fotográfico, sin embargo, dicha acta se encuentra insuficientemente motivada, dado que no se circunstanció la metodología o pasos que llevó en la práctica del avalúo del inmueble, tales como los parámetros que utilizó para determinar las coordenadas del predio; la superficie total del terreno; superficie del predio con construcción y sin construcción; elementos de la construcción así como su estado de conservación;  no es óbice a lo anterior, que se asentara en la referida acta que se realizó un reporte fotográfico, lo es también, que  la demandada fue omisa en exhibir durante la secuela las supuestas fotografías que al efecto tomó, y que en su defecto sirvieron como elemento para elaborar el avalúo fiscal que sirvió de base para determinar el impuesto predial. . . . . . . . . . . . . 

Enlazado a lo anterior, del análisis que se hace al avaluó fiscal controvertido con número de folio 19081652652469, este se encuentra insuficientemente motivado, dado que de su contenido no se observa que se asentaron los pasos, técnicas o metodología que sirvieron de base para la elaboración del mismo; así como las consideraciones que tuvo para aplicar los valores unitarios del suelo establecidos en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, ejercicio fiscal del año 2019 dos mil diecinueve; aunado a ello,  tampoco se encuentra acreditado que el referido avalúo fiscal se encuentre vinculado al acta circunstanciada de fecha 07 siete de agosto del año 2019 dos mil diecinueve, en el que se practicó la visita física de valuación del inmueble afecto a la cuenta  predial 01AB38040001, ya que únicamente se asentó la fecha de la elaboración del avalúo, esto es, 16 dieciséis de agosto del año 2019 dos mil diecinueve, más no así la fecha en que se practicó la inspección física del inmueble para practicar el avaluó, y   en el cual se recabaron los elementos para la emisión del avaluó fiscal . . 

Aunado a lo anterior,  en el avalúo controvertido, en lo que nos ocupa se indicó: “Motivo del Avalúo: Regularización…Solicitante: Dirección General de Ingresos…La motivación del presente  documento es  determinar el valor fiscal del bien inmueble para establecer la base para el cobro de los impuestos inmobiliarios…”; sin embargo, dichos datos son insuficientes para vincularlo con la orden de valuación, con número de folio 707-19  o  con la orden de visita, que consigna la valuación al inmueble afecto; de ahí que incluso el referido avalúo no colma los requisitos exigidos en las fracciones II y VII de artículo 24 del citado Reglamento de Peritos Valuadores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por ende, se vulnera en perjuicio de quien demanda, lo previsto  en los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato;  y artículos 17, fracciones I y II; y 24, fracciones II y VII, del Reglamento de Peritos Valuadores Externos y del Consejo de Valuación para el Municipio de León, Guanajuato,  circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata el procedimiento de valuación establecidos en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, afectando con el proceder de la demandada la esfera jurídica del demandante consistente a la legalidad y seguridad jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Siendo así,  con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar la NULIDAD TOTAL del Procedimiento de valuación respecto del inmueble vinculado a la cuenta predial 01AB3804001, en el que se determinó como valor fiscal la cantidad de $335,589,600.06  (Trescientos treinta y cinco millones quinientos ochenta y nueve mil seiscientos pesos 06/100 Moneda Nacional) relativo al avalúo fiscal, folio 19081652652469; oficio TML/DGI/16112/19 de fecha 01 uno de octubre de 2019 dos mil diecinueve; así como de su acto consecuente, como lo es, el crédito fiscal por la cantidad total de $1,248,099.27 (Un millón doscientos cuarenta y ocho mil noventa y nueve pesos 27/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos de: impuesto predial 2020/01 al 2020/06; y, Honorarios de avalúo 2019/04 a 2019/4 contenido en el recibo AA 9282345. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior es así, porque el referidos crédito fiscal se apoya en un valor fiscal aviciado de origen, el que tiene carácter de acto principal y el referido crédito fiscal tiene la naturaleza de accesorio,  aunado a que el crédito fiscal referido, para determinar el impuesto predial tomó como base el valor fiscal declarado nulo, tal y como se acredita con la copia simple del recibo de pago oficial AA 9282345, que obra en autos del proceso a foja 28 veintiocho; y, con la prueba de informe de la demandada que obra en autos a fojas 40 cuarenta ala 42 cuarenta dos; por ende, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
OCTAVO.- Asimismo, la parte actora en su demanda señaló como pretensiones, se le devuelvan las cantidades al fisco municipal  por concepto de “Honorarios de avalúo”, que previamente fueron enterados con la correspondiente actualización.  Pretensión que resulta fundada  en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A ante la declaración de nulidad de los procedimientos de valuación que determinaron los valores fiscales, que determinó como valores fiscales, las cantidades de $605,551,193.52 (seiscientos cinco millones quinientos cincuenta y un mil ciento noventa y tres pesos 52/100 Moneda Nacional), respecto al inmueble registrado con a cuenta predial 01I000322008; y, $335,589,600.06 (Trescientos treinta y cinco millones quinientos ochenta y nueve mil seiscientos pesos 06/100 Moneda Nacional), del bien inmueble vinculado a la cuenta predial 01AB38040001; así como  de sus actos consecuentes, como lo son los créditos fiscales por la cantidad total de $2,268,284.13 (Dos millones doscientos sesenta y ocho mil doscientos ochenta y cuatro pesos 13/100 Moneda Nacional); y, $1,284,099.27 (Un millón doscientos ochenta y cuatro mil noventa y nueve pesos 27/100 Moneda Nacional);  conlleva a restablecer las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el pleno goce de sus derechos vulnerados con la emisión de los actos impugnados, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento jurídico para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracciones V y VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se reconoce al justiciable a la devolución de las cantidades que erogó por conceptos de honorarios de avalúos, toda vez que la parte actora acredito haber pagado dichos conceptos, tal y como consta  con las copias simples de los recibos oficiales de pago AA 9282345 y AA 9282470; que exhibió como prueba y que constan en autos a fojas 27 veintisiete y 28 veintiocho; así como con la prueba de informe de la autoridad que obra en autos a fojas  40 cuarenta a la 42 cuarenta y dos, por ende,  se condena a la Directora General de Ingresos a que realice las gestiones necesarias,  para que a la  parte actora se le haga la devolución de las cantidades de $375,549.39 (Trescientos setenta y cinco mil quinientos cuarenta y nueve pesos 39/ 100 Moneda Nacional); y,  $208,173.21 (Doscientos ocho mil ciento setenta y tres pesos 21/100 Moneda Nacional); pagadas respectivamente por concepto de honorarios de avalúo 2019/06 al 2019/06; y, 2019/04 al 2019/04;  y, en su caso, realice  las diligencias indispensables para cumplir con este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el justiciable solicitó que se le reconociera el derecho amparado en el artículo 168, párrafo tercero de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; y en caso de resultar diferencias al determinársele el impuesto predial con los valores fiscales que se tenían registrados a los anteriores declarados nulos, se le devuelva dichos saldos. Pretensión que resulta fundada,  toda vez que ante la declaración de nulidad de los actos controvertidos, el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el pleno goce de sus derechos vulnerados con la emisión de los actos impugnados, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento jurídico para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tal virtud, con fundamento en el artículo 300, fracciones V y VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  se reconoce al actor el derecho amparado por el párrafo tercero del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el que consiste, en que en tanto se práctica el nuevo avalúo que actualizará el valor fiscal de los inmuebles vinculados a las cuentas prediales: 01I000322007, 01I000322008, 01AB38040001, 01AA22235001 y 01AB38042003  a partir del primer bimestre del ejercicio fiscal del año 2020 dos mil veinte a los subsecuentes ejercicios fiscales, la base del impuesto predial seguirá siendo los valores fiscales que tenían registrados con anterioridad a los valores fiscales declarados nulos. Por ende, se condena a la Directora de Impuestos Inmobiliarios, a que realice las gestiones necesarias, a efecto de determinar el impuesto predial a partir del primer bimestre del año 2020 dos mil veinte, aplicándose el  valor fiscal que  tenía cada inmueble  registrado al anterior declarado nulo; y, en caso de resultar diferencias respecto al pago realizado del impuesto predial del año 2020 dos mil veinte, sobre las cantidades respectivamente  de $18,746,378.52 (Dieciocho millones setecientos cuarenta y seis mil trescientos setenta y ocho pesos 52/100 Moneda Nacional); $1,892,734.74 (Un millón ochocientos noventa y dos mil setecientos treinta y cuatro pesos 74/100 Moneda Nacional); $1,039,926.06 (Un millón treinta y nueve mil novecientos veintiséis 06/100 Moneda Nacional); $4,081,318.92 (Cuatro millones ochenta y un mil trescientos dieciocho pesos 92/100 Moneda Nacional); y, $1,422,821.94 (Un millón cuatrocientos veintidós mil ochocientos veintiún pesos 94/100 Moneda Nacional), tal y como se acredita con las copias simples de los recibos de pagos que obra a fojas 26 veintiséis a la 30 treinta, y con la prueba de informe que obra a fojas 40 cuarenta a la  42 cuarenta y dos.,  dichas diferencias le sean devueltas al impetrante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, el justiciable en su demanda solicita le sean devueltas las cantidades erogadas al fisco municipal , debidamente actualizadas más el pago de intereses, en términos artículos 45 y 53 de la Ley de Hacienda Para los Municipios de Guanajuato. Pretensión que resulta procedente por las siguientes razones: . . .  .  

El párrafo segundo del artículo 45 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, contempla la actualización de las cantidades a devolver a cargo de la Tesorería Municipal, precepto que reza: . . . .  . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 45…

El monto de las contribuciones, aprovechamientos, así como de las devoluciones a cargo de la Tesorería Municipal, se actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país, para lo cual se aplicará el factor de actualización a las cantidades que se deban actualizar. Dicho factor se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo. Las contribuciones, los aprovechamientos, así como las devoluciones a cargo de la Tesorería Municipal, no se actualizarán por fracciones de mes.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por su parte, el artículo 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, contempla el pago de intereses a cargo del Fisco Municipal, cuando  dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 53.- Cuando se solicite la devolución, ésta deberá efectuarse dentro del plazo de dos meses siguientes a la fecha en que se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal competente con todos los datos, informes y documentos que señale la forma oficial respectiva. Si dentro de dicho plazo no se efectúa la devolución, el fisco deberá pagar intereses conforme a una tasa que será igual a la prevista para los recargos en los términos del artículo 49 de esta Ley. Los intereses se calcularán sobre las cantidades que proceda devolver, excluyendo los propios intereses y se computarán desde que se venció el plazo hasta la fecha en que se efectúe la devolución o se pongan las cantidades a disposición del interesado.

El contribuyente que habiendo efectuado el pago de un crédito fiscal determinado por la autoridad interponga oportunamente los medios de defensa que las leyes establezcan y obtenga resolución firme que le sea favorable total o parcialmente, tendrá derecho a obtener del fisco el pago de intereses conforme a la tasa que señale la Ley Anual de Ingresos para los recargos, sobre las cantidades pagadas indebidamente y a partir de que se efectuó el pago.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
Así, de lo anterior transcrito, se contempla en principio, la actualización de las cantidades que sean devueltas por la Tesorería Municipal; por otro lado, se contempla la forma de calcular los intereses a cargo del Fisco Municipal tratándose de la devolución de cantidades de dinero que hubieren sido pagadas indebidamente, en dos hipótesis jurídicas, a saber: la primera se actualiza cuando se solicita la devolución de manera directa ante la Tesorería Municipal y si ésta no se regresa en el plazo de dos meses, se pagan intereses calculados a partir del día siguiente al del vencimiento del referido término; y, la segunda opera cuando habiendo realizado el pago de un crédito fiscal y se promueve el medio de defensa que la Ley establece y se obtiene resolución favorable, se cubren intereses sobre la cantidad pagada indebidamente, a partir del día en que se cubrió el pago; sobre el particular cabe precisar que es muy clara la distinción que hace el legislador en esos dos supuestos, en cuanto a la fecha de calculó de los intereses. . . . .  . . . . . . .  
Precisado lo anterior, es dable concluir que en la especie, la situación de la parte justiciable encuadra en la hipótesis prevista en los párrafos segundo de los artículos 45 y 53 de la citada Ley de Hacienda para los Municipios, en virtud de que con los recibos oficiales de pago que obra en autos a fojas 27 veintisiete y 28 veintiocho, se advierte que el justiciable pagó las cantidades de $375,549.39 (Trescientos setenta y cinco mil quinientos cuarenta y nueve pesos 39/ 100 Moneda Nacional); y,  $208,173.21 (Doscientos ocho mil ciento setenta y tres pesos 21/100 Moneda Nacional), por conceptos de honorarios de avalúo. . . . . . . . . .  . . . . . .  . . 

Lo anterior es así, ya que es el caso, que se encuentran acreditados los extremos exigidos por los pluricitados párrafos segundos de los artículos 45 y 53, en mérito de que en el sumario se encuentra acreditado lo siguiente: a).- La existencia del pago de un crédito fiscal, toda vez que la parte actora cubrió las cantidades de $375,549.39 (Trescientos setenta y cinco mil quinientos cuarenta y nueve pesos 39/ 100 Moneda Nacional); y,  $208,173.21 (Doscientos ocho mil ciento setenta y tres pesos 21/100 Moneda Nacional), por conceptos de honorarios de avalúos; b).- La interposición oportuna de la demanda de nulidad, a través de la cual el actor impugnó la aplicación de la multa, que dio origen al crédito pagado, dado que dicha demanda se presentó dentro del plazo legal de 30 treinta días hábiles; y, c).- La existencia de una  resolución favorable al impetrante, mediante la cual se declara la nulidad total de los actos combatidos y se condena a la autoridad a que devuelva la cantidad que recibió por concepto de la multa declarada ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Conforme a lo expuesto con antelación y además conforme a lo dispuesto por el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho amparado por los artículos 45 y  53, en sus párrafos segundos, de la multicitada Ley de Hacienda para los Municipios, que consiste en devolver actualizada la cantidad de $375,549.39 (Trescientos setenta y cinco mil quinientos cuarenta y nueve pesos 39/ 100 Moneda Nacional); y,  $208,173.21 (Doscientos ocho mil ciento setenta y tres pesos 21/100 Moneda Nacional), así como el pago de intereses sobre la misma, conforme a la tasa del 1.13% uno punto trece por ciento mensual que señala el artículo 41 párrafos primero y segundo, de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2020 dos mil veinte y subsecuente ejercicio fiscal, para los recargos, sobre la cantidad  pagada, a partir del día en que se efectuaron  los pagos; numeral que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“Artículo 41.- Cuando no se pague un crédito fiscal en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas, se cobrarán recargos a la tasa del 1.13% mensual. 

Los   recargos  se  causarán  sobre  saldos  insolutos  por  cada  mes  o  fracción  que 

transcurra a partir de la fecha de la exigibilidad, hasta que se efectúe el pago, hasta por 5 años y se calcularán sobre el total del crédito fiscal, excluyendo los propios recargos, la indemnización a que se refiere el artículo 46 de la Ley, los gastos de ejecución y las multas por infracciones a las leyes fiscales. …” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, el pago de intereses sobre la cantidad pagada se cubrirá por cada mes o fracción que transcurra, hasta el día en que se realice la devolución de los  montos antes referido y sus respectivos intereses. . .  . . . . . . .  

Asimismo, en autos obra acreditado que la parte actora cubrió el impuesto predial del año 2020 dos mil veinte, respecto de los inmuebles vinculados a las cuentas prediales 01I000322007, 01I000322008, 01AB38040001, 01AA22235001 y 01AB38042003; por tanto, en caso de resultar diferencias a devolver, una vez determinado el impuesto predial para ese ejercicio fiscal, tomando como base los anteriores valores fiscales que tenían registrados a los declarados nulos,  dichas diferencias deberán devolverse al impetrante debidamente actualizadas así como cubrirse el pago de intereses que se generen sobre las mismas. . . . . . . . . . 
De lo expuesto, se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en el artículo 45, párrafo segundo y 53, segundo párrafo, de la propia Ley de Hacienda para los Municipios; por tanto, conforme a estipulado en el artículo 300, fracción VI, del aludido Código, se condena a la Directora General de Ingresos demandada a que realice los trámites necesario, para que a la parte impetrante, le sean devueltas las cantidades que erogó por concepto de honorarios de avaluó  debidamente actualizadas, así como el pago de intereses que se generen sobre las mismas en los términos indicados en supralíneas; en tanto,  se condena la Directora de Impuestos Inmobiliarios a que realice las gestiones necesarias ante la Directora General de Ingresos o Dependencia competente, a efecto de que le sean devueltas  a la parte actora, las diferencias que resultaren de la determinaciones del impuesto predial, debidamente actualizas, así como que se le cubran los intereses sobre las mismas. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esas condiciones, la devolución de la cantidades por conceptos de honorarios de avalúos que erogó la parte actora y, en su defecto diferencias que resulten de las determinaciones del impuesto predial para el año 2020 dos mil veinte, debidamente actualizadas más el pago de intereses que se generen sobre las mismas, deberán realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Estudio innecesario de los demás argumentos expresados.

NOVENO.- Que la argumentación analizada en los considerandos que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda o su ampliación, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 racción II, 3 párrafo segundo, 261, fracción VI, 262, fracción II, 287, 298, 299, 300 fracciones III, V y VI, y 302 fracciones I y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . .  . . 

SEGUNDO.- Resultó FUNDADA la causal de improcedencia hecha valer por el Tesorero Municipal, por lo que se decreta el SOBRESEIMIENTO del proceso únicamente en cuanto hace a esa autoridad, atentos a lo vertido en el cuarto considerando de este fallo, así las formuladas por la diversas autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de: 1.- Orden de valuación con número de folio 1232-19, de fecha 25 veinticinco de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, así como de sus actos consecuentes, entre los que se encuentran: avalúo fiscal, folio 19120957433156, de fecha 09 nueve de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, que fijó un valor fiscal de $605,551,193.52 (Seiscientos cinco millones quinientos cincuenta y un mil ciento noventa y tres pesos 52/100 Moneda Nacional); oficio TML/DGI/24929/19 de fecha 24 veinticuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y, el crédito fiscal por la cantidad total de $2,268,284.13 (Dos millones doscientos sesenta y ocho mil doscientos ochenta y cuatro pesos 13/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos de: impuesto predial 2020/01 al 2020/06; y, Honorarios de avaluó 2019/06 al 2019/06 contenido en el recibo oficial de pago  AA 9282330; todo ello respecto al inmueble vinculado a la cuenta predial 01I000322008; y, 2.- Orden de valuación con número de folio 1238-19, de fecha 25 veinticinco de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve , así como de sus actos consecuentes, en los que se encuentran: avalúo fiscal, folio 19120555558509, de fecha 06 seis de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, que fijó un valor fiscal de $2,053,254,575.83 (Dos mil cincuenta y tres millones doscientos cincuenta y cuatro mil quinientos setenta y cinco pesos 83/100 Moneda Nacional); oficio TML/DGI/25003/19 de fecha 24 veinticuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y, crédito fiscal por la cantidad total de $18,746,378.52 (Dieciocho millones setecientos cuarenta y seis mil trescientos setenta y ocho pesos 52/100 Moneda Nacional), integrado por el conceptos de impuesto predial 2020/01 al 2020/06, contenido en el recibo oficial de pago AA 9353064 todo ello respecto al inmueble vinculado a la cuenta predial 01I000322007, atento a las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta resolución . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se declara la NULIDAD TOTAL  de: 1.- Procedimiento de valuación respecto del inmueble vinculado a la cuenta predial 01AA22235001, en el que se determinó como valor fiscal la cantidad de $1,298,360,342.59 (Mil doscientos ochenta y nueve millones, trescientos sesenta mil trescientos cuarenta y dos pesos 59/100 Moneda Nacional) relativo al avalúo fiscal, folio 19121746797531; del oficio TML/DGI/24744/19 de fecha 23 veintitrés de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y su notificación; así como de su acto consecuente, como lo es, el crédito fiscal por la cantidad total de $4,081,318.92 (Cuatro millones ochenta y un mil trescientos dieciocho pesos 92/100 Moneda Nacional), por concepto de impuesto predial 2020/01 al 2020/06 contenido en el recibo AA 9282470; y, 2.- Procedimiento de valuación respecto del inmueble vinculado a la cuenta predial 01AB38042003, en el que se determinó como valor fiscal la cantidad de $202,321,500.39 (Doscientos dos millones, trescientos veintiún mil  quinientos pesos 39/100 Moneda Nacional) relativo al avalúo fiscal, folio 19121654127921; del oficio TML/DGI/25005/19 de fecha 24 veinticuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve y su notificación; así como de su acto consecuente, como lo es, el crédito fiscal por la cantidad total de $1,422,821.94 (Un millón cuatrocientos veintidós mil ochocientos veintiún pesos 94/100 Moneda Nacional), por concepto de impuesto predial 2020/01 al 2020/06 contenido en el recibo AA 9353072,  acorde a lo señalado en el  sexto  considerando de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del Procedimiento de valuación respecto del inmueble vinculado a la cuenta predial 01AB3804001, en el que se determinó como valor fiscal la cantidad de $335,589,600.06  (Trescientos treinta y cinco millones quinientos ochenta y nueve mil seiscientos pesos 06/100 Moneda Nacional) relativo al avalúo fiscal, folio 19081652652469; oficio TML/DGI/16112/19 de fecha 01 uno de octubre de 2019 dos mil diecinueve; así como de su acto consecuente, como lo es, el crédito fiscal por la cantidad total de $1,248,099.27 (Un millón doscientos cuarenta y ocho mil noventa y nueve pesos 27/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos de: impuesto predial 2020/01 al 2020/06; y, Honorarios de avalúo 2019/04 a 2019/4 contenido en el recibo AA 9282345, atento a lo vertido en el séptimo  considerando de esta sentencia. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- SE RECONOCE a la parte actora el derecho amparado en el artículo 168, párrafo tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para que la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada, determine y liquide el impuesto predial para el año 2020 dos mil veinte,  aplicando como base del impuesto predial los valores fiscales anteriores registrados a los declarados nulos en este proceso, en consecuencia, se  le condena    a que realice las gestiones necesarias a efecto de que a la parte actora  se le determine el impuesto predial del año 2020 dos mil veinte, aplicándose los valores fiscales que se tenían registrados a los anteriores declarados nulos; y en caso de resultar diferencias sobre lo pagado del impuesto predial en el año 2020 dos mil veinte, a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos o Dependencia competente a efecto de que al impetrante le sean devueltas dichas cantidades debidamente actualizadas más el pago de intereses que se generen sobre las mismas; lo que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad, el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo, acorde a lo vertido en el  octavo considerando de esta resolución. . . . . . . .  
SÉPTIMO.- SE CONDENA a la Directora General de Ingresos demandada, a que realice las gestiones necesarias, para que a la actora se le haga la devolución de las cantidades de $375,549.39 (Trescientos setenta y cinco mil quinientos cuarenta y nueve pesos 39/ 100 Moneda Nacional); y,  $208,173.21 (Doscientos ocho mil ciento setenta y tres pesos 21/100 Moneda Nacional); pagadas respectivamente por concepto de honorarios de avalúo 2019/06 al 2019/06; y, 2019/04 al 2019/04, debidamente actualizadas más el pago de intereses que se generen sobre dichas cantidades, lo que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad, el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo, atentos a lo precisado en el  octavo considerando  de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 05 cinco tantos,  el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . 

